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	CED-0009-000491/2014
Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 4 Turno CED-0009-000491/2014
PASAJE DE LOS DERECHOS HUMANOS 1309 MONTEVIDEO MONTEVIDEO
CEDULÓN
LOPEZ JAVIEL, CECILIA Y OTROS
En autos caratulados LOPEZ JAVIEL, CECILIA MARIA Y OTROS c/ MINISTERIO DEL INTERIOR - COBRO DE PESOS, RECURSOS TRIBUNAL COLEGIADO - IUE Nº: 0260-000576/2010
Tramitados ante esta Sede se ha dispuesto notificar a Ud. la/s providencia/s que a continuación se transcribe/n:
DFA-0009-000229/2014, DFA-0009-000229/2014 SEF-0009-000104/2014 Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 4 Turno LOPEZ JAVIEL, CECILIA MARIA Y OTROS c/ MINISTERIO DEL INTERIOR - COBRO DE PESOS, RECURSOS TRIBUNAL COLEGIADO 0260-000576/2010 Montevideo, cuatro de junio de dos mil catorce. TRIBUNAL DE APELACIONES EN LO CIVIL DE CUARTO TURNO. Ministra Redactora: Dra. Ana M. Maggi Ministros Firmantes: Dra. Graciela Gatti Dr. Eduardo J. Turell AUTOS: ???LOPEZ JAVIEL, CECILIA MARIA y otros C/ MINISTERIO DEL INTERIOR ??? COBRO DE PESOS??? -- IUE: 0260-000576/2010. I) El objeto de la instancia esta determinado por el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la Sentencia Definitiva N° 73 de fecha 12.08.2013 por la que la titular del Juzgado Letrado de Primera Instancia de Florida de 2º Turno ??? Dra. Rossana Re Fraschini- desestimó la demanda sin especial condenación. II) Sostuvo la parte actora en su recurso, que el fallo resulta injusto en tanto la prueba diligenciada y la plataforma fáctica y jurídica confirmar y dan la razón en relación al reclamo efectuado. Nadie puede, ni siquiera la Administración, basarse en su propia culpa para excusarse de cumplir con lo adeudado, por el contrario deben asumir sus consecuencias. No es culpa de los actores que se realicen mal los cálculos. La Administración hasta el año 2000 cumplió con el mandato de las leyes art. 21 de la Ley 16.333, art. 118 Ley 16.320 y ley 16.911, pero desde ese año el Estado no ha tomado todos los rubros sujetos a montepío para el cálculo de las mencionadas partidas. Del informe del Ministerio del Interior hecho por la Contaduría Central de dicha cartera de fecha 07.12.2009 se advierte el error en la fórmula de cálculo por la no inclusión de los incisos nombrados lo que genera un crédito en favor de los damnificados de carácter irrevocable. La prueba pericial dice que en principio el inciso ha formulado las liquidaciones de haberes en forma correcta. Es obvio que dada la complejidad quedan dudas. Estamos ante la ambigüedad de que se abona partidas salariales que carecen de requisitos legales. La solución legal es que si hay base legal y constitucional para respaldar las diferencias exigidas es justicia que se respalde el reclamo de autos. La interpretación que se le dé a la normativa en relación a la inclusión de todos los rubros sujetos a montepío es lo que hace una de las diferencias en la conclusión de la causa. Es de aplicación entonces la teoría de los actos propios ya que la conducta del demandado que incluye algunos rubros en la base de calculo de la prima y la compensación resulta incompatible con la exclusión de otros rubros. No puede soslayarse que las partidas que los actores reclaman están sujetas a montepío o aporte jubilatorio, lo que es claro indicador de su naturaleza salarial, por tanto todo el sistema de protección del salario le es aplicable. III) Sustanciado el traslado conferido es evacuado por la parte demandada abogando por la confirmatoria, manifestando en síntesis: que la forma de liquidación de los rubros objeto de reclamo no ha merecido objeción alguna por los organismos competentes, por lo cual la conclusión que se desprende es que la Administración ha liquidado en forma correcta los salarios de los funcionarios policiales. La actora pretende que se le incrementen retribuciones o compensaciones o primas que las leyes vigentes no autorizan al Poder Ejecutivo a incrementar. El sistema es de reserva legal absoluta, solo a través de leyes presupuestales pueden crearse retribuciones (compensaciones o primas) y cuando se hace deben establecerse los recurso con lo que van a financiar. Deviene esencial una correcta interpretación de la normativa vigente y dado que la Administración no ha hecho más que ajustar su conducta a lo que disponen las normas aplicables en la materia, nada se adeuda por ningún concepto. IV) Franqueado el recurso, se remitieron los autos a conocimiento de la Sede (fs. 613), asumida competencia, previo pasaje a estudio se acordó el dictado de decisión anticipada (fs. 630 y ss.). V) Interpretada la demanda (fs. 242 y ss.) de conformidad con los criterios de aplicación en la materia (Odriozola, en Judicatura, año I, Nº 10, p. 244 y ss.) debe concluirse que se dirige a obtener, por parte de funcionarios dependientes del Ministerio del Interior, el dictado de sentencia que imponga el pago de diferencias salariales generadas, de modo de percibir la compensación por permanencia creada por el art. 118 de la Ley 16.320 luego modificada por el art. 144 de la Ley 16.736, la prima por antigüedad establecida por el art. 21 de la Ley 16.333, el incremento en la remuneración a efectos de absorber el aumento de la tasa de aporte a la seguridad social dispuesto en art. 1 de la ley 16.911, sobre todas las retribuciones sujetas a montepío y no solamente sobre aquellas que estaban en vigencia al momento de aprobarse las compensaciones de referencia, como les ha sido liquidado hasta el presente, todo ello, con el límite temporal que resulta de la sentencia interlocutoria 1128 de 15 de Marzo de 2011 (fs. 324 y ss). VI) Como lo ha sostenido el Tribunal, en anteriores pronunciamientos ???La cuestión debatida infolios ha recibido disímil tratamiento a nivel jurisprudencial. Así, en sentencia número 46 de 25 de abril de 2012, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Primer Turno, integrado, sostuvo en consonancia con los criterios seguidos por las Salas de Séptimo y Quinto Turno, que ???la Administración está impedida de tomar los objetos de gastos señalados por los accionantes como base de cálculo de las compensaciones y beneficios anteriores a la vigencia de dichos objetos, de lo que se deriva que las liquidaciones efectuadas son correctas y no existen diferencias salariales que pagar ni corresponde adecuar el sistema de liquidación de sueldos???, ello en función de que se trata de dotaciones presupuestales y por lo tanto reguladas por los artículos 85, 88, 214, 216, 228 y 229 de la Constitución, sistema de reserva legal absoluta de modo que sólo a través de leyes presupuestales pueden crearse retribuciones (compensación o prima) y cuando así procede, se deben determinar los recursos con que se va a financiar??? (De la Sede Sent. 222/2012, 281/2012, 285/2012, 287/2012, 291/2012, etc.). De la misma manera, se pronunció la Suprema Corte de Justicia, en sentencia 693/ 2012, la que, en caso similar al debatido infolios, y citando su anterior sentencia 171/2009, expresó que para que la compensación examinada en el caso ???alcanzara las retribuciones de carácter salarial creadas con posterioridad se debió sancionar una disposición legal expresa especificando, en su caso, los recursos asignados a tales efectos, en la medida que implica un incremento de gastos del Estado, que por sus consecuencias, requiere una previsión legal expresa...???. A juicio de la Sala, los agravios formulados por los apelantes son de recibo, por lo que habrá de arribar a decisión revisiva del fallo apelado. En efecto, si bien no puede negarse que las retribuciones de los funcionarios públicos refieren a la materia presupuestal y son por lo tanto de estricta reserva legal, en el caso, no se trata de crear retribuciones al margen de la normativa presupuestal, sino de interpretar las normas dictadas conforme a los principios que rigen la materia. El punto medular a dilucidar consiste en establecer el alcance que debe asignarse a las normas que crearon las compensaciones por antigüedad y permanencia y sus modificativas a fin de desentrañar cual debe ser la base de cálculo a considerar.??? No existe duda que se trata de todas aquellas remuneraciones sujetas a montepío, en tanto así lo consignó el legislador, y siempre que las mismas no prevean exclusiones tales como que no serán tomadas en cuenta para el cálculo de otros rubros. Sin embargo, cuando se afirma que se trata de todas las retribuciones sujetas a montepío, la cuestión temporal se plantea, pudiendo a nivel teórico, considerarse dos hipótesis, esto es, las retribuciones vigentes al momento de aprobarse las compensaciones cuya reliquidación se reclama o éstas más las que luego fueron creándose por leyes posteriores, las que se irían incluyendo en la base de cálculo desde sus respectivas vigencias. En su discordia a la sentencia antes referida, número 46/2012, la Dra. Alicia Castro, ha sostenido que: ???Es claro que cuando el legislador creó esa partida sólo pudo tener en cuenta los rubros que entonces integraban la retribución pero usó una expresión tal que cada vez que creó una nueva partida retributiva sujeta a montepío o extendió el aporte a todas las partidas produjo un efecto no previsto que sobrepasó su intención. El argumento de que si el legislador no dispuso fondos presupuestales para esa ampliación determina que ella no corresponda, implica una deferencia excesiva hacia un legislador que, probablemente, no advirtió el problema que creaba, porque si su voluntad era otra, debió tener el cuidado de indicar expresamente ???como hizo en otros casos- que tales partidas no eran computables para la prima creada por la Ley 16.333, art. 21???. Igualmente, en este sentido, la Sala de Tercer Turno estableció que: ???el tenor de la normativa en cuestión (art. 118 de la Ley 16.320 y art. 21 de la Ley 16.333) es claro, lo que en primer lugar indica que no debe desatenderse (art. 17 C.C.). El art. 118 de la Ley 16.320 alude a un porcentaje ???sobre el total de las retribuciones sujetas a montepío??? por lo que nada implica que deba acotarse a las retribuciones entonces existentes. Tampoco el art. 21 de la Ley 16.333 contiene referencia limitativa alguna. Si el legislador hubiera querido efectuar una restricción, excluyendo para el cálculo, en razón de tiempo, a los rubros salariales sujetos a montepío futuros así lo habría previsto y no lo hizo. ... Coadyuva con la interpretación que viene de realizarse, un propio acto del Estado, como es la derogación del art. 68 de la Ley 18.719 del 27 de diciembre de 2010 por el art. 2 de la Ley 18.738...???(T.A.C. 3º Sent. 155/12). De todas formas, tampoco puede olvidarse que en lo que refiere a la intención del legislador, no pude identificarse la misma con la voluntad psicológica de una persona y una vez promulgada la ley, esta adquiere una existencia propia, que no siempre coincide con lo que individualmente quisieron quienes la redactaron y quienes la votaron (CF Daniel Hugo Martins, en ???Los Métodos de Interpretación de la ley???, Revista La Ley, cita on line D 184/2010).??? VI) En consecuencia y a partir de los desarrollado precedentemente, estima la Sala que considerando que el legislador nada indicó, y por el contrario adoptó una expresión amplia, no se encuentra razón para limitarla a las vigentes al momento de su sanción. Es por demás claro que el legislador, al momento de aprobar las compensaciones ya referidas debió tener presente el alcance que les otorgaba. O por lo menos, no pudo ignorar que la fórmula empleada permitía la incorporación sucesiva de los rubros sujetos a montepío que se aprobaran en el futuro; y si así no lo previó, suya es la culpa, pero la fórmula empleada en el texto legal no permite considerar ninguna razón valedera para limitar su base a las retribuciones existentes a la fecha, sujetas a montepío, cuando en realidad, el tenor literal de la norma, nada limitó, a diferencia de lo actuado en otras oportunidades, donde se previó que base era concretamente la considerada o se estableció que determinado rubro no se utilizaría para el cálculo de otros. Es más, la derogación del art. 68 de la Ley 18.719 refuerza la solución que aquí se postula, tal como lo pone de manifiesto la Sala de Tercer Turno.??? Y todavía, no se trata ???como ya se adelantara- de establecer retribuciones al margen de las disposiciones presupuestales, sino de actuar dentro del margen de dichas normas, interpretando lo consignado por las mismas por lo que, el yerro que pudiere haber tenido el legislador a la hora de prever los recursos materiales para atender los rubros creados, no puede habilitarlo a no cumplir con una norma sancionada por el mismo.??? Iguales consideraciones merece el pago del incremento dispuesto en art. 1 de la ley 16.911. Conforme a lo expuesto, habrá de revocarse la recurrida y en su lugar se condenará a la demandada a pagar a los actores las diferencias generadas, por no haber liquidado la compensación, prima e incremento multicitados sobre la base de todos los rubros sujetos a montepío, difiriéndose su liquidación a la vía del art. 378 del C.G.P. a cuyos efectos deberá tenerse en cuenta la antigüedad y grado de los accionantes y el limite temporal establecido por sentencia interlocutoria 1128 de fecha 15 de Marzo de 2011 (fs. 324 y ss.). Asimismo, se condenará a la demandada efectuar los aportes de las tasas y montepíos correspondientes a esas diferencias. VII) En relación a la condena de futuro peticionada, debe tenerse presente que la misma en los términos que fue propuesta no puede ampararse; porque se peticionó que se corrigiera la forma de cálculo de los sueldos pagado por la Administración demandada pretensión que excede las potestades del Tribunal, en tanto supone sustitución de la voluntad de la Administración. Sin embargo atendiendo a que en la demanda se solicitó también se condenara a la demandada al pago de las diferencias hasta que cambie su criterio, dicha condena será impuesta pero teniendo presente los límites que resultan del art. 108 de la Ley 18.996 que derogó la compensación por permanencia creada por el art. 118 de la Ley 16.320 y la prima por antigüedad establecida por el art. 21 de la Ley 16.333. VIII) Por último habrá de rechazarse por improcedente el lucro cesante pretendido en tanto lo peticionado no se corresponde con la naturaleza de pretensión promovida en autos. IX) No existen méritos para la imposición de especiales sanciones procesales en el grado (arts. 688 C.C.; 56, 261 C.G.P.). Por los fundamentos expuestos, disposiciones enunciadas y aplicables, el Tribunal FALLA: Revocando la sentencia impugnada y en su mérito condenando a la parte demandada a pagar a las personas físicas comparecientes al proceso las diferencias generadas en la prima por antigüedad, compensación por permanencia e incremento de la Ley 16.911, cuya liquidación se difiere a la vía del art. 378 del C.G.P. y conforme a las bases que resultan de esta sentencia, con los reajustes desde la exigibilidad e intereses desde la demanda, con el limite temporal establecido en el presente pronunciamiento que resulta de la sentencia interlocutoria 1128 de fecha 15.03.2011 (fs. 324 y ss.). Y a efectuar las aportaciones de las tasas y montepíos correspondientes a las diferencias amparadas. Sin especial condenación en el grado. Y oportunamente, devuélvase. Dra. Ana M. Maggi Dra. Graciela Gatti MINISTRA MINISTRA Dr. Eduardo J. Turell MINISTRO Esc.Martha Fernandez Scuoteguazza SECRETARIA SUBROGANTE .


	

	

	


